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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.   

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto – Incidente de desacato – 08 de noviembre de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Declara orden cumplida
Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00480-00

Accionante:   

 DIEGO GAVIRIA OCAMPO
Accionados:     


PORVENIR SA
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN CUMPLIDA. [O]bjetivamente está claro que PORVENIR SA, no acató oportunamente la orden de la Sala, en los precisos términos contemplados en la sentencia de tutela. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque con el último actuar, se infieren las gestiones que se adelantaban para agotar el resultado esperado, que concluyó con el pago respectivo. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre OCHO DE DOS MIL DIECISIETE
Expediente 66001-22-13-000-2017-00480-00
Acta No. 583 DE NOVIEMBRE 8 DE 2017
Procede la Sala a decidir el incidente de desacato promovido por Diego Gaviria Ocampo frente a Paula Andrea Rojas, en su calidad de Administradora de Agencia de la sociedad PORVENIR en esta ciudad, y Miguel Largacha Martínez, como presidente de la misma entidad, por el incumplimiento de la orden proferida mediante sentencia del 24 de mayo de 2017, respecto de aquella y, por no hacerla cumplir en relación con este, dentro de la  acción de tutela que el incidentista formuló en su contra.




ANTECEDENTES

En el fallo aludido, esta Sala resolvió conceder el amparo invocado por Diego Gaviria Ocampo, y le ordenó a PORVENIR SA, por intermedio de la Directora de Agencia en esta ciudad, que en el término de 48 horas, siguientes a la notificación de la sentencia, adelantara las gestiones necesarias tendientes al pago de las incapacidades extendidas al accionante luego del día 181 y mientras se ordenen hasta el 540, lo que debería materializarse en un plazo no mayor a 10 días.
En esta nueva ocasión, el día 28 de septiembre del año en curso, informó la parte interesada que el 31 de agosto de 2017 remitió por correo  las incapacidades que le fueron extendidas desde el 22 de julio hasta el 20 de agosto y desde el 21 de agosto al 19 de septiembre siguiente, sobre las cuales se indicó por parte de PORVENIR que se deberían anexar originales transcritas por la EPS con el soporte médico de cada una; en la misma fecha de radicación del incidente, aduce, envió la otorgada desde el 19 de septiembre al 18 de octubre, por lo que infiere que obtendrá respuesta en el mismo sentido.

Agregó que la parte accionada se rehúsa al cumplimiento del fallo y le exige el cumplimiento de requisitos que fueron los que originaron la promoción de la tutela.
La Sala, en lo pertinente: (i) procedió a requerir información de la directora de agencia sobre las gestiones realizadas para cumplir la orden emitida, e instó al superior con el fin de que actuara en los términos del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991; (ii) ante el silencio, se dispuso abrir incidente en contra de los dos funcionarios involucrados en el causa, que no fue contestado; (iii) con auto del 25 de octubre se dispuso tener en cuenta la prueba documental aportada por la parte accionante y enseguida, este mismo extremo, manifestó que hizo entrega del siguiente periodo de incapacidad enviado a la parte demandada. (iv) intervino la representante legal judicial de la entidad, quien expresó que el 26 de octubre se entregó cheque a favor de Diego Gaviria Ocampo, correspondiente al pago de las incapacidades generadas entre el 22 de julio al 18 de octubre de 2017, por un valor de $3’640.851,oo (f. 32 y 33). 

La parte actora dio cuenta de la veracidad de ese hecho, sin perjuicio de indicar que se encuentra pendiente el pago de la incapacidad comprendida entre octubre y noviembre (f. 37).

  



CONSIDERACIONES 




Dispone el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 que el fallo mediante el que se resuelva una acción de tutela debe contener, entre otras cosas, el plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto. En desarrollo de esa previsión, la Sala le ordenó a la entidad demandada, en cabeza de la directora de agencia, que procediera al pago de incapacidades al accionante, luego del día 181 y hasta el 540. Ello no fue posible respecto de las generadas entre el 22 de julio y el 19 de septiembre de 2017, en lo que interesa al caso en concreto, teniendo en cuenta la fecha de radicación del escrito en el que se pidió iniciar el trámite incidental. 
Sin embargo, se tiene que, a la fecha, la parte demandada llevó a cabo las diligencias de rigor, para la materialización de ese pago, como lo refiere la propia parte demandante en el escrito visible a folio 37, en el que da cuenta de haber recibido la suma de $3’640.851,oo por los precisos periodos demandados, al margen de la incapacidad generada con posterioridad a ello, como quiera que apenas la envió a la accionada y está a la espera del pago. 
Puestas así las cosas, es preciso diferenciar entre lo que constituye el cumplimiento de una sentencia proferida en una acción de tutela y el desacato en que incurre quien se sustrae a la orden impartida. 

Frecuentemente la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente del desacato y en esa distinción, precisó que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
 (se destaca y se subraya).  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite. Por ello, insiste en que: 

             

“…el desacato es una figura jurídica distinta a la del cumplimiento de la sentencia de tutela. Tal afirmación, ha sido desarrollada por esta Corporación a lo largo de su jurisprudencia, en virtud de la cual se ha puesto de presente con bastante claridad, cuáles son las diferencias existentes entre los conceptos de desacato y cumplimiento. En términos generales, se ha establecido que, todo desacato implica incumplimiento, pero no todo incumplimiento conlleva a un desacato. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 2003 precisó:

“Las diferencias entre el desacato y el cumplimiento son las  siguientes: 

i.) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal.

ii.) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva.

iii.) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia.

iv.) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público.”
24.- De las anteriores diferencias se concluye que, el cumplimiento es de carácter principal pues tiene su origen en la Constitución y hace parte de la esencia misma de la acción de tutela, bastando una responsabilidad objetiva para su configuración; por su parte, el desacato es una cuestión accesoria de origen legal y para que exista se requiere una responsabilidad de tipo subjetivo consistente en que el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.”

Es muy importante esta diferenciación en el caso de ahora, porque objetivamente está claro que PORVENIR SA, no acató oportunamente la orden de la Sala, en los precisos términos contemplados en la sentencia de tutela. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque con el último actuar, se infieren las gestiones que se adelantaban para agotar el resultado esperado, que concluyó con el pago respectivo. 
Lo dicho es suficiente para concluir que se exonerará a los vinculados de las aludidas sanciones. 
En mérito de lo expuesto la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE:





DECLARAR que la parte accionada cumplió la orden impartida en la acción de tutela, en lo que se refiere al pago de las incapacidades otorgadas al accionante hasta el mes de septiembre del presente año, que fue lo que motivó este incidente. 

   



Por ende, no hay lugar a imponer las sanciones que contempla el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.
 



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.
Notifíquese

Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia T-191de 2009
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